Carátula 


(Ocupa la presidencia ad hoc el señor senador Martínez Huelmo). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:38). 


—Esta comisión recibe con mucho gusto a la delegación del Colegio de Contadores, 
Economistas y Administradores del Uruguay, en la persona de su presidente, el contador Selio Zak y 
quien lo acompaña, el contador Félix Abadi. 


Queremos decir —para que conste en la versión taquigráfica— que hemos invertido el orden de 
las delegaciones que deben concurrir a esta comisión para tratar el tema que nos reúne, que es el 
lavado de activos, en virtud de que la primera sesión estaba programada para el 8 de marzo pasado 
con la presunta presentación que iba a realizar la propia Secretaría Nacional Antilavado, en la persona 
de su secretario, lamentablemente fallecido, el licenciado Carlos Díaz. El Poder Ejecutivo está 
buscando una salida institucional en el sentido de encontrar una nueva figura que ocupe el cargo, lo 
que llevará unos días más. En algún momento, para dar fluidez al tratamiento de este asunto, 
pretendimos que vinieran los técnicos con alguna figura del Poder Ejecutivo, que podría ser el 
secretario o el prosecretario de Presidencia, pero se nos dijo que lo más prudente era elegir a una 
nueva persona para que concurriera a la comisión. A los efectos de que la comisión no estuviera 
inactiva durante este mes y como ustedes habían solicitado concurrir aquí en el mes de octubre, 
accedimos a cambiar el orden de los factores en el entendido —tal como dice la matemática— de que el 
orden de los factores no altera el producto. 


Cedemos el uso de la palabra al presidente del Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay, contador Selio Zak. 


SEÑOR ZAK.- Agradecemos que nos hayan concedido esta audiencia para tratar un tema tan 
importante como es el lavado de activos. 


Queremos manifestar nuestro más sentido pésame por el fallecimiento del licenciado Carlos 
Díaz, con quien teníamos una relación muy fluida de diálogo permanente y con la casa abierta para el 
colegio de contadores. Justamente, en función de eso, el año pasado el Colegio de Contadores, 
Economistas y Administradores del Uruguay realizó un evento para analizar este proyecto en el que 
participó gente de la Senaclaft, colegas y se conformó, con la anuencia del licenciado Carlos Díaz, un 
grupo de trabajo con integrantes del colegio de contadores para realizar en forma mancomunada el 
análisis del proyecto de ley. 


Así que realmente tuvimos una muy buena recepción en cuanto al tratamiento y al análisis del 
tema. Esperamos participar, como grupo de trabajo, en el análisis del o de los decretos reglamentarios, 
tal como lo consideraba el licenciado Carlos Díaz. 


En lo referente al proyecto, entendemos que los contadores no tenemos que estar incluidos 
en él y voy a dar las razones de ello. Nosotros tenemos dos pronunciamientos emitidos por el Colegio 
de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay. El pronunciamiento 19 justamente se 
refiere a todo el tema del lavado de activos. El colegio se anticipó y, con fecha 23 de diciembre de 
2010, el Consejo Directivo aprobó dicho pronunciamiento con el rótulo de «Prevención del uso de la 
actuación de los profesionales de economía, administración y contabilidad en el lavado de activos y en 
el financiamiento del terrorismo», con vigencia a partir de marzo de 2011. En función de dicho 
pronunciamiento, se han dado las pautas de lo que deben hacer los contadores en dicha temática. 


Hoy entregamos copia de dichos pronunciamientos —del 19, al que me refería, y del 12— y del 
Código de Etica. El pronunciamiento 12 data de aproximadamente veinte años y refiere a la actuación 
del contador público en materia de asesoramiento tributario y liquidaciones de impuestos. 


También, reitero, hemos proporcionado el Código de Ética donde, entre otros temas, se hace 
referencia al secreto profesional. 


Esto es lo que quería manifestar y agradecerles por recibirnos. Con el permiso del señor 
presidente, quisiera que haga uso de la palabra al contador Félix Abadi, catedrático en Impuestos en la 
Universidad ORT y prestigioso conferencista nacional e internacional. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ABADI.- Buenas tardes. 


Me sumo al agradecimiento por recibirnmos en esta comisión y también al sentido pésame por 
el lamentable fallecimiento del licenciado Díaz. 


Efectivamente, continuando con la línea de lo que mencionó el presidente del colegio, 
contador Zak, quiero señalar que hemos hecho, durante todo este período de intercambio con la 
Senaclaft en el seno del grupo de trabajo, un análisis bastante profundo de todos los antecedentes que 
tienen que ver con la temática de la prevención del lavado de activos a la que me voy a referir. 


También hemos hecho algunos estudios, que nos parecieron de orden, relativos a la 
legislación comparada y muy particularmente, como organización gremial que somos, poniendo énfasis 
en los aspectos que tienen que ver con la profesión. 


Los dos aspectos básicos del proyecto de ley presentado que tienen que ver directamente 
con la profesión son, por un lado, la inclusión específica de los contadores como sujetos obligados a 
reportar operaciones sospechosas e inusuales —conjuntamente con algún otro agente económico que 
no figuraba, pero estos son los que a nosotros nos interesan-—, lo que consta en numeral IX del artículo 
12 del proyecto de ley y, por otro, la inclusión de la defraudación tributaria como delito precedente del 
lavado de activos, norma que si bien no va a ser motivo de especial mención e información en esta 
comparecencia, la vamos a aludir en forma frecuente 


Es evidente que la materia tributaria forma parte indisoluble y esencial de la actuación de los 
contadores. Si bien es el último aspecto, estamos dentro de las generales de la ley porque es válido no 
solo para los contadores como presuntos nuevos agentes obligados a reportarse, sino para todo el 
resto. En el caso de los contadores nos produce alguna preocupación especial porque tiene que ver 
con nuestra propia área de actividad habitual. Trataré de explicar los motivos de nuestra preocupación. 


Tal como mencionó el contador Selio Zak, como surge de los pronunciamientos del Colegio 
de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, de su código de ética y de las 
comparecencias públicas que en general ha tenido, es claro que se apoya toda iniciativa que tenga que 
ver con el combate al lavado de activos, financiamiento del terrorismo y defraudación tributaria. Todas 
sus prácticas, hacia lo interno y lo externo, pretenden contribuir para combatir este tema. Nada de lo 
que se diga aquí deberá entenderse como una obstrucción o un intento de protección a quien no 
merece ser protegido. 


También es preocupación esencial del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores 
del Uruguay cuidar el estado de derecho, lo que empieza salvaguardando el pleno goce y respeto de 
los derechos constitucionales. Somos conscientes de que los derechos constitucionales pueden llegar 
a ser limitados por ley por razones de interés general, pero como lo han dicho constitucionalistas que 
se expresan mucho mejor de lo que quien habla puede hacerlo, se trata de una solución de absoluta 
excepción, que debe tener la nota de imprescindible e insustituible por cualquier otro método o camino 
que no vaya con la limitación de derechos constitucionales. Entendemos que con nuestra inclusión se 


puede amenazar algunos derechos constitucionales esenciales que hacen a los derechos mirados 
desde el punto de vista del profesional y también del contribuyente, sea particular o empresas. Eso es 
lo que vamos a tratar de desarrollar. Por lo tanto, el enfoque del Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay, tanto en esta como en otras áreas, es buscar un sano equilibrio entre los 
dos objetivos. Pretendemos contribuir a las herramientas de protección del Estado en su más amplia 
acepción, pero respetando los derechos de orden constitucional. 


Como también decía el contador Selio Sak, como una de las tantas pruebas de voluntad del 
Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay en cuanto a la protección y el 
cuidado legal y ético de los profesionales que integran su colectivo —además de lo que dice el código 
de ética, por supuesto—, existen dos pronunciamientos muy específicos. El 12, que refiere a la 
actuación del contador en materia tributaria, y el 19, que alude a la actuación del contador en la 
prevención de lavados de activos. 


Son dos pronunciamientos cuya lectura deja de manifiesto claramente el doble objetivo del 
colegio de contadores: mejorar y contribuir a la transparencia y el buen cumplimiento de todos los 
deberes legales y éticos, así como tener un respeto irrestricto, fundamentalmente, del secreto 
profesional. Nosotros no vemos eso como un derecho nuestro, sino como una obligación para con 
nuestros clientes; es una clara derivación del principio de intimidad y, en caso de limitarlo, debería 
tener las notas que mencionamos al comienzo, pero honestamente no vemos que estén presentes en 
estas circunstancias, por las razones que vamos a explicar. 


Además, con el debido asesoramiento que siempre hemos tenido en materia jurídica en las 
diversas ramas, entendemos que el secreto profesional tiene cobertura constitucional. En ese sentido, 
permítaseme traer a colación que en el mensaje original de la Ley n.? 17835 sobre prevención de 
lavado de activos —que es la que, de alguna forma, se estaría modificando con este proyecto— los 
contadores, abogados y escribanos estaban incluidos, pero luego fueron quitados como sujetos 
obligados a reportar operaciones. Al poco tiempo, una ley incluyó a los escribanos, tal como está 
vigente, pero quedaron excluidos los contadores y los abogados. 


Al respecto, me permito recomendar la lectura de los antecedentes y de las discusiones de 
las razones por las cuales se llegó a excluir a los abogados y a los contadores, ya que todas ellas 
siguen siendo absolutamente válidas para la realidad actual; nada ha cambiado porque la base de la 
discusión estaba en la aplicación de preceptos constitucionales que no han sido cambiados, por lo 
menos en ese sentido. 


Aclaro que, si la comisión así lo quisiera, podríamos enviarles un resumen de esta exposición 
por parte del colegio de contadores. Allí están detallados in extenso muchos de los argumentos y de las 
cuestiones que se están mencionando aquí. 


Este respeto del secreto profesional, en particular en el área que nos comprende, que es la 
prevención del lavado de activos, ha sido recogido ni más ni menos que por las propias 
recomendaciones del GAFI. Traigo esto a colación porque al comienzo de la exposición de motivos se 
hace referencia al genuino objetivo del país de dar cumplimiento o de mejorar el sistema de 
transparencia, pero también a las recomendaciones y los estándares internacionales que, de alguna 
forma, condicionan al propio país. Inclusive, se dice, en blanco y negro, que el no cumplimiento de 
esos estándares o de esas recomendaciones haría pasible al país de ser incluido en una lista negra, 
con graves consecuencias previsibles en su imagen y, particularmente, en su economía. 


Pues bien, nos parece que todo nuestro planteo debería estar atento siempre al tenor de esas 
recomendaciones. Precisamente, en materia de secreto profesional, la propia recomendación n.* 23 del 
GAFI -que alude a las obligaciones de los sujetos no financieros, dentro de los que quedarían 
incluidos, por ejemplo, los contadores— y, sobre todo, la nota interpretativa que el propio cuerpo 
normativo del GAFI contiene, hacen una clara salvedad respecto a excluir de la obligación de reportar 
aquellas informaciones que le lleguen al profesional —y habla, en blanco y negro, de contadores, 


abogados y escribanos— con motivo del secreto profesional. Además de tener bases normativas y 
jurídicas en nuestro propio orden positivo, eso tiene una obvia y lógica razón: si privamos a un 
particular o a una empresa de la posibilidad de consultar —cubierto el secreto profesional— siquiera a un 
profesional especializado en un tema, lo que estamos logramos es coartarle su derecho de acceso a la 
justicia —porque indirectamente, tarde o temprano, esto va a terminar en un ámbito judicial- y limitarle 
su derecho de intimidad. 


Pero si queremos ir a términos prácticos, lo que estamos haciendo es lentamente desmantelar la 
actividad profesional, porque va a ser bastante difícil que alguien que sepa que lo que le está contando 
a su profesional puede ser usado en su contra, prosiga en ese camino; solo lo va a hacer hasta tanto él 
descubra —si es que el profesional, éticamente, no se lo dice al comenzar la reunión—, que todo lo que 
él pueda estar diciendo puede ser usado en su contra. Es una razón elemental que va más allá de 
órdenes jurídicos y de recomendaciones. 


En definitiva, lo que podríamos llegar a tener, si vulneramos el secreto profesional es, por un 
tiempo, un profesional que opera casi en una función de delación —cosa que no es su rol-, pero, en una 
segunda etapa, tendremos un profesional desnaturalizado, desmantelado en su actividad, porque 
directamente tendrá que dedicarse a otra cosa. 


Por otro lado, si uno da un paso más y mira esto desde una óptica más general, se pregunta 
qué gana el país haciendo esto. Podría ocasionar muchas cosas, todas negativas, entre ellas, por 
ejemplo, dañar el entorno de negocios, fundamentalmente si tenemos jurisdicciones que no están a la 
par de este tipo de medidas —aspecto que nos hemos tomado el trabajo de analizar— porque, 
obviamente, uno de los factores que se considera a la hora de elegir un lugar de inversión es el buen 
acceso, el fluido acceso al asesoramiento profesional. Y mal se puede hablar de un buen y fluido 
acceso al asesoramiento profesional si no se goza del secreto profesional en la comunicación con ese 
profesional. Además, se impide el cumplimiento voluntario porque se coartan caminos a aquel que por 
algún motivo se ha desviado, intencionalmente o hasta por desconocimiento —los profesionales damos 
fe de que diariamente nos cruzamos con ese tipo de casos—, y acude al profesional, no en busca de un 
cómplice para ver cómo puede seguir tapando e incursionando en sus actividades —por las dudas, 
insisto una vez más en que no es, en absoluto, a ese tipo de profesional al que nos referimos y 
pretendemos proteger—, sino que acude al profesional para ver cómo puede regularizar su situación sin 
autoincriminarse, sin tener que ir directamente a los organismos del Estado a declararles lo que ha 
hecho, y eso constituye un principio constitucional, es válido, es lógico y muy razonable en un Estado 
de derecho. Entonces, se estaría prohibiendo, limitando a una persona —o a una empresa— que ha 
tenido un desvío de conducta, por la razón que fuere, dado que en la medida que él me comentara — 
supongamos—- esas operaciones o actuaciones que tuvo, de no mediar una reserva del secreto 
profesional, tendría que reportar automáticamente esa operación al Banco Central, con acceso de la 
DGI a esa información, de alguna forma. Y, obviamente, eso neutralizaría totalmente la labor 
profesional, la desnaturalizaría por completo. 


También podría pasar, por ejemplo —a eso me voy a referir inmediatamente cuando hable de 
algunas actividades específicas respecto a las cuales se incluye al contador como sujeto obligado a 
reportar—, que se produzca una absurda situación en la que empresarios locales acudan al 
asesoramiento de profesionales de otras jurisdicciones, aun para cuestiones locales. En la realidad 
actual, en la globalización, eso es cada vez más viable, inclusive en el derecho tributario; de hecho hay, 
por ejemplo, profesionales argentinos que tienen mucha afinidad con algunas materias tributarias 
uruguayas y trabajan directamente en el asesoramiento de empresas locales. Entonces, se daría una 
absurda circunstancia en la que una empresa local debería preferir consultar a un asesor extranjero, 
quitándole el trabajo y el ámbito de actuación al profesional local, porque sabe que allí está cubierto 
porque no rige la ley uruguaya. No creo que nada de esto pudiera ser un objetivo lógico de un proyecto 
de ley. 


Les decía que el último inciso del numeral IX) del artículo 12, muy loablemente hace una 
reserva en el deber de reporte de los profesionales. Esto abarca no solo a los contadores, sino también 
a los que están comprendidos en el numeral lll) del mismo artículo, que son los escribanos, y 
genéricamente se habla de otros profesionales u otras personas físicas o jurídicas que brinden 
asesoramiento. Ese último párrafo del numeral IX) deja a salvo, para algunas situaciones muy 
específicas, la obligación de reporte y trata, justamente, de la protección del derecho de defensa. Habla 


también de cuando se acude al profesional para obtener una posición legal sobre un determinado 
aspecto. 


Pues bien, nosotros aplaudimos la inclusión de esa norma, ya que está alineada con las 
recomendaciones del GAF!I e inclusive con la directiva de la Unión Europea n.* 2015/849 dictada por el 
Parlamento Europeo que, precisamente, regula para el ámbito de la Unión Europea la aplicación de 
normas en materia de prevención de lavado de activos. Esa norma europea profundiza en aspectos 
muy importantes de la interpretación de esta exclusión del secreto profesional —en ese desarrollo o 
trabajo que hemos hecho esto se puede apreciar con mayor grado de detalle—, por ejemplo, se destaca 
que el derecho de defensa empieza desde el mismo momento en que un cliente cruza la puerta y 
consulta a un profesional y no necesariamente cuando ya está en un contencioso, ya sea 
administrativo o judicial. Obviamente, en el mismo momento en que el contribuyente o cliente le está 
contando al profesional el problema que tiene, eso ya forma parte de ver cómo articula su defensa 
frente al problema que eventualmente tiene planteado. 


Ese numeral, esa exclusión, digamos, sin embargo parece ser incompatible con la inclusión 
del contador en forma específica y, mucho más, con algunas actividades a las que más adelante me 
voy a referir, que están mencionadas en ese numeral IX). Digo que hay incompatibilidad con la 
inclusión del contador a título específico, porque todo lo que el contador en definitiva realiza en su 
actividad profesional está basado y fundamentado en el secreto profesional, y algo parecido ocurre con 
los abogados. ¿Cuál es la materia del contador que queda libre de un secreto profesional en esa 
concepción? En realidad, ninguna, e insisto una vez más en que no estamos hablando del profesional 
que colabora, que contribuye en un blanqueo o en una defraudación o que, de alguna forma, diseña 
una estratagema para proteger un delito. Para el caso de esos profesionales ya existe una normativa 
que permite perseguirlos, y hay varios casos judiciales que involucran a profesionales - 
lamentablemente algunos de nuestro gremio— que han sido perseguidos por la justicia. Eso demuestra 
que el orden jurídico actual es suficientemente idóneo para actuar en esa materia. Creo que no es 
necesario dar un paso que comprometa principios constitucionales para lograr ese objetivo. Entonces, 
cuando vamos al listado del numeral |X) del artículo 12, vemos que de la letra A a la G hay una perfecta 
coincidencia con las actividades incluidas en el numeral 111). Allí se mencionan varias actividades que 
ya estaban en cabeza del escribano; la novedad que trae este proyecto es que agrega al escribano a 
otras personas físicas o jurídicas que desarrollen igual actividad. Se trata de operaciones que si se 
analizan, se ve que son propiamente hechas o dichas en el sentido de que el profesional, más que ser 
consultor específicamente sobre esas operaciones, en todo caso, es llamado a aportar servicios 
vinculados a una operación que ya está predispuesta o es de inminente realización, por ejemplo, la 
adquisición de un inmueble. Eso es lo que ocurre en el caso de un escribano cuando un cliente o un 
potencial cliente se acerca para la adquisición de un inmueble. Los contadores estamos incluidos en 
esa misma nómina, pero se agregan dos actividades que deberían ser la única razón de ser de 
crearnos un numeral separado. De no ser así, bastaría con dejarnos incluidos entre otras personas 
físicas y jurídicas eventualmente que realizan esa actividad. Esas dos operaciones, que son la última y 
la penúltima, que dicen: «Preparación o revisión de declaraciones fiscales.» y «Confección, 
compilación, revisión, o auditoría de estados contables.», nos resultan absolutamente rechazables. Y 
decimos esto por varios motivos. En primer lugar, esas dos operaciones ya no hacen a actividades 
específicas que está por realizar inminentemente algún agente económico. Hacen a la esencia de 
nuestra actividad de asesoramiento, al corazón de nuestra actividad, que es el asesoramiento en 
relación a la preparación o revisión de declaraciones fiscales y confección de balances. Y respecto a 
estas dos actividades mencionadas está habiendo una clara discriminación. Ya no estamos hablando 
de una compraventa de un inmueble, de una empresa, de la constitución de un fondo, como se dice 
por allí. Estamos hablando de la actividad de asesoramiento del profesional. ¿Cómo se puede 
compatibilizar la mención de dos actividades específicas que hacen al corazón de la actividad con el 
secreto profesional que más adelante, párrafo siguiente, consagra el propio numeral 1X)? Hay una 
incompatibilidad de base. Es absolutamente imposible preparar o revisar una declaración jurada fiscal 
sin estar incurriendo en, como dice la norma abajo, una verificación del estatus legal de su cliente. Por 
lo tanto, por definición esas dos actividades mencionadas se dan de bruces con el propio párrafo final 
del artículo 12. En conclusión, a nuestro juicio esas dos actividades tienen que ser absolutamente 
excluidas. 


Pero son más las diferencias con el resto de las operaciones. En estas dos actividades que 
menciona, que no son operaciones sino actividades de asesoramiento, el profesional se nutre de 
información histórica brindada en base al secreto profesional, ni más ni menos. Viene la empresa y 


dice: «Contador, este es mi balance» —hecho, quizás, por un colega— «y esta es la información. 
Dígame qué más necesita usted». Es decir que se abre frente al profesional para que le realice su 
servicio. En ese caso, lo que yo tendría que hacer es estar atento a si detecto una posibilidad de que 
haya defraudación tributaria y reportarlo al Banco Central sin el conocimiento del cliente. No hay forma 
de funcionamiento práctico de una profesión de esa manera. Es decir, solo funcionaría así hasta que la 
gente se dé cuenta de esto y llegue a la conclusión de que no se puede consultar más a un contador. 


Esas operaciones, además, no tienen que ver con un flujo financiero operativo. En el pago de 
impuestos obviamente hay un flujo, pero muy particular. No hay un movimiento de blanqueo a través de 
estas operaciones. Aquí lo que puede haber es registros de operaciones ilícitas que se hayan 
cometido, pero por esa línea podríamos llegar a límites insospechados, como poner una cámara en 
cada estudio profesional para escuchar absolutamente todo lo que se dice. ¿Que puede salir 
información útil? Por supuesto, y adentro de cada casa, también. Entonces, allí es donde empezamos 
a tener que equilibrar los sanos y loables objetivos del Estado en este tema con el respeto de los 
principios constitucionales. 


Si llegáramos a la conclusión de que estas dos actividades deberían ser eliminadas del 
numeral |X) del artículo 12, ya no tendría sentido la mención de un numeral específico para los 
contadores, porque de alguna forma quedarían incluidos. En efecto, hasta tanto el secreto profesional 
se lo permita —porque ese párrafo sigue vigente—, quedarían incluidos en el numeral 111), que dice «Los 
escribanos y en general, cualquier persona física o jurídica, cuando participen en el asesoramiento o la 
realización, de las siguientes operaciones» y da un listado. 


En resumen, creemos que el secreto profesional tiene base constitucional, y no lo decimos 
solo nosotros, sino que lo sostienen constitucionalistas de fuste. Por ejemplo, recientemente, a fines de 
diciembre, se celebró una mesa redonda en el Colegio de Abogados y el doctor Martín Risso, cuando 
en su participación hablaba de la inconveniencia o de la inconstitucionalidad de las normas que afecten 
al derecho de defensa, específicamente dijo que lo que estaba señalando era válido no solo para los 
abogados sino también para los escribanos y los contadores. Creemos que el secreto profesional es 
irrestricto y pensamos que no tiene que ser incluido, por lo tanto, el contador, porque en ese caso 
necesariamente va a quedar vulnerado o bien esa inclusión va a quedar vaciada de contenido, ya que 
nada puede él aportar en la medida en que eso está vedado por la propia norma, que razonablemente 
incluyó el secreto profesional en juego. 


Por último, quiero recalcar que los profesionales que participen activamente, en lo que puede 
ser la operación, en la actividad delictiva en sí misma, no requieren de una norma nueva porque ya 
están incluidos. De hecho, conocemos algunos casos en los que han sido procesados profesionales 
por su participación en delitos de lavado de activos. Por lo tanto, desde nuestra óptica no vemos ese 
problema. Y tampoco observamos que la no inclusión del contador pudiere implicar oponerse a alguna 
recomendación, en blanco y negro, de GAF!I. Si bien es cierto que GAFI recomienda incluirlos, también 
lo es que dice que es con respecto al secreto profesional. Por consiguiente, en esa compatibilización 
no vemos que el país incurra en un riesgo de incumplimiento. 


SEÑOR AMORÍN.- Ante todo, les damos la bienvenida. 


Este tema es para nosotros muy importante, por su esencia y, por supuesto, por el respeto a 
los derechos constitucionales. Naturalmente, debe ser el objetivo de todos nosotros. En realidad, 
cuando prometemos como senadores decimos que vamos a respetar la Constitución. 


Ustedes son los primeros que nos visitan y, ciertamente, vuestra exposición ha sido muy clara. 


El inciso siguiente al literal l) —que en realidad no es el último del artículo porque este es como 
una especie de libro, ya que tiene cinco carillas- es el que refiere a las reservas respecto de los 
profesionales. En él se habla de «para verificar el estatus legal de su cliente» —no sé qué alcance tiene 
eso- «o en el marco del ejercicio del derecho de defensa en asuntos judiciales, administrativos, 
arbitrales o de mediación», lo cual es algo bien específico. Parecería que no protege el derecho 
profesional en forma amplia, sino muy específica. El derecho de defensa capaz que tiene que ver con 


los abogados más que con los contadores. Y «el estatus legal de su cliente» no sé qué alcance tiene. 
Me da la impresión de que es un alcance restrictivo porque, de lo contrario, los literales del A) al 1) del 
numeral IX) no tendrían sentido. 


El otro tema que me preocupa —reitero que lo estamos viendo ahora, seguramente ustedes lo 
tendrán mucho más claro que nosotros— es el relativo al numeral III) que habla de los escribanos, lo 
que me parece más peligroso porque expresa: «Los escribanos y en general, cualquier persona física o 
jurídica». Ahí creo que se abarca, no solo a todos los demás profesionales —inclusive a los 
abogados, quienes se habían movido con entusiasmo en la defensa del secreto profesional-, sino a 
cualquier tipo de particular. Por ejemplo las inmobiliarias y las empresas constructoras están 
específicamente relacionadas al tema. Esto es una norma residual, donde se agarra al barrer a todos 
los que de alguna manera intervienen en este asunto. Me gustaría conocer la opinión de ustedes al 
respecto. 


Lo otro que quiero mencionar —para que no se vayan muy entusiasmados-— es que quizás los 
hagamos volver en otra oportunidad porque después que venga la gente que planteó este proyecto de 
ley, posiblemente vayamos a tener una versión distinta. Seguramente le enviemos la versión 
taquigráfica de lo que se dijo y es probable que deban regresar para aclarar algunos puntos. 


SEÑOR ABADI.- Coincido plenamente con los dos comentarios. En cuanto al primero decimos que la 
exclusión se queda corta, además de ser confusa. 


Queremos asumir —cuando hice la exposición lo dejé entrever— una interpretación amplia de lo 
que es dar una posición legal sobre un asunto en el sentido de un asesoramiento de la situación en la 
que se encuentra, en general, un contribuyente. En el caso particular de los contadores eso está muy 
relacionado con el tema tributario, que es foco principal de nuestra actividad, aunque no el único, ya 
que también participamos activamente en el asesoramiento laboral y comercial. Estamos formados en 
esas materias; por lo menos, en los planes anteriores era muy fuerte la formación, inclusive en derecho 
constitucional. 


Efectivamente, creemos que esa expresión puede quedarse corta en una interpretación 
restrictiva o bien dejar casi sin efecto lo que se está diciendo, muy particularmente, en el caso de los 
contadores, en cuanto a esas dos actividades. 


En lo relativo a la mención amplia, que incluye a los escribanos y toda otra persona física o 
jurídica que intervenga en la actividad, también coincidimos en que es una norma residual muy 
grande. Los abogados, precisamente, se han sentido incluidos y eso es lógico porque de la 
interpretación literal de esa norma parecería surgir que lo estarían. A partir de eso se realizó una mesa 
redonda en la que participaron varios expertos, entre ellos, el doctor Martín Riso, de quien hoy hice 
alusión. 


Por lo tanto, efectivamente, allí hay una eventual amenaza o compromiso, inclusive, en lo que 
puede ser el derecho de defensa en el sentido cabal de la expresión. 


Insisto que la directiva de la Unión Europea es muy feliz cuando aclara el tema del derecho de 
defensa. Si me permiten los señores senadores, voy a leer una parte de esa directiva. En ella se viene 
hablando de la inclusión de los profesionales como sujetos obligados al reporte pero dice, literalmente: 
«No obstante, deben preverse exenciones de la obligación de notificación en lo que respecta a la 
información obtenida antes, durante o después del proceso judicial, o en el momento de la 
determinación de la situación jurídica de un cliente. Por lo tanto, el asesoramiento jurídico debe seguir 
sujeto a la obligación de secreto profesional, salvo en caso de que el profesional del Derecho esté 
implicado en blanqueo de capitales o financiación del terrorismo, de que la finalidad del asesoramiento 
jurídico sea el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo, o de que el profesional del 
Derecho sepa que el cliente solicita asesoramiento jurídico con fines de blanqueo de capitales o 
financiación del terrorismo». 


Creo que la solución que aporta, ni más ni menos que la Unión Europea, es muy feliz y 
equilibrada: respeto irrestricto al secreto profesional salvo, obviamente, que el profesional se esté 
amparando en ese secreto para participar de la operación de blanqueo o financiación del terrorismo o 
que su asesoramiento sea para lograr la forma de blanqueo o de financiación del terrorismo. 
Consideramos impecable e incuestionable esa limitación de lo que es el rol del profesional. 


SEÑOR AMORÍN.- Hoy en día hay sanción penal para esas conductas. O sea, con la legislación 
actual esas conductas son sancionadas penalmente. Lamentablemente —porque a nadie le gusta tener 
conocidos que estén en estas situaciones—, ha habido casos notorios al respecto; me refiero a 
profesionales que han asesorado en ese sentido y, con la legislación vigente, eso hoy tiene sanción 
penal. Quiere decir que no sería necesario agregar nada más porque con lo que hoy existe, 
aparentemente, se cumple con las recomendaciones de la Unión Europea. 


SEÑOR ABADI.- Coincidimos plenamente. Hoy decíamos que el postulado básico del Colegio de 
Contadores, Economistas y Administradores —por lo menos, en lo que a contadores respecta, porque 
hablamos por nosotros pero, probablemente, lo que decimos sea extrapolable a algún otro colectivo 
profesional— es que no es necesaria esta modificación en lo que tiene que ver con este aspecto. 


Una salvedad que también queremos comentar aquí es que no estamos haciendo alusión —lo 
aclaraba al principio- a la inclusión del delito de defraudación tributaria como delito precedente al 
lavado de activos. Personalmente tengo opinión formada sobre este tema, incluso fui relator en 
congresos uruguayos e internacionales. Los trabajos que les vamos a acercar refieren al tema. 
Además, he participado como coordinador de una investigación, porque el Centro de Estudios Fiscales 
hizo un llamado público y nos asignó para el estudio específico del delito tributario como precedente en 
el lavado de activos. 


No queríamos destinar este tiempo para introducirnmos en ese tema, que es altamente 
complejo, pero insisto que nos atañe porque trabajamos con la materia tributaria. No es un asunto 
especificamente nuestro, sino que también lo va tener un banco cuando reciba un depositante o una 
inmobiliaria cuando vaya a vender una casa. Es un tema que nos parecía bueno dejarlo sentado 
porque no estamos dando una opinión sobre este asunto que también es muy relevante. 


SEÑOR ZAK. - Desde el punto de vista del Colegio de Contadores, sin querer ser reiterativo, bregamos 
por el buen ejercicio liberal de la profesión con carácter independiente o dependiente. Tenemos 
comisiones que funcionan en forma permanente, una de ellas analiza toda la temática sobre el lavado 
de activos y está integrada por colegas que tienen actuación profesional, docente y académica sobre 
los temas que se han analizado. Por esa razón —siendo reiterativo— este pronunciamiento fue estudiado 
con la mayor meticulosidad de los colegas, no solamente de la comisión de lavado de activos del 
consejo directivo, sino del núcleo de colegas. 


En el año 2010 entendimos que debíamos anticiparnos porque no necesitábamos proyectos 
de ley que fueran a promulgarse en el corto lapso y que como recibimos una formación laica y 
universitaria, de alguna manera, debíamos devolver a la comunidad parte de lo que nos ha dado, por 
eso bregamos -y a veces los compañeros se sonríen— por la educación continua, es decir estar 
actualizados en un mundo globalizado con avances tan importantes. Por lo tanto, tenemos que estar 
permanentemente estudiando y analizando las diversas temáticas. Este es un mundo distinto, ha 
cambiado y nosotros queremos ser protagonistas, en el buen sentido, por eso —sin querer apartarnos 
de tema- hemos firmado convenios con las Cámaras de Representantes y de Senadores para 
participar de aquellos proyectos de ley que de alguna forma conciernen a la formación que tenemos. 


Además, contamos con la comisión de ética que no está formada por distintas agrupaciones 
que pueden participar de los actos electorales, sino que es totalmente independiente. Cuando nos llega 
algún caso de apartamiento de las normas de ética, del buen diligenciamiento, del funcionamiento de la 
labor profesional, es tratado por la comisión y los colegas son apartados, suspendidos o expulsados 
del gremio de contadores. Quiero señalarlo porque realmente le destinamos tiempo y esfuerzo a este 
asunto. 


También tenemos reuniones, por lo menos mensualmente, con el grupo formado en el colegio 
de Contadores, designado por las autoridades de la Dirección General Impositiva. Nos hemos reunido 
y analizado para tratar temas que a veces pueden ser insignificantes para quien no está dentro de la 
problemática, o un mero calendario de vencimientos. En fin, participamos con la mayor solvencia y la 
mejor predisposición con la Dirección General de Impositiva, aunque quizás muchas veces planteamos 
algunos temas que, por distintos motivos, no pueden ser resueltos. 


Simplemente, agrego que queremos ser actores del quehacer nacional y reitero que, en 
función de lo que había sido el compromiso con el licenciado Carlos Díaz —por quien tengo un cariño 
especial porque nos conocemos desde hace cincuenta años por la DGI, de la época del Palacio Salvo, 
prácticamente en la prehistoria—-, nos gustaría seguir participando en el proyecto de ley y, 
posteriormente, en los decretos reglamentarios. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ha sido muy clara la exposición del Colegio de Contadores, Economistas y 
Administradores del Uruguay. Estoy de acuerdo con lo expuesto por el señor senador Azorín y no 
tengan dudas de que este va a ser un trabajo interactivo; todos vamos a conocer las posiciones de los 
demás. Seguramente, la versión taquigráfica de esta sesión será leída por la Secretaría Nacional 
Antilavado de Activos y los demás actores que concurrirán a esta comisión. 


Fue un gusto recibirlos y seguiremos en contacto. 
Muchas gracias. 


(Se retira de sala la delegación del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del 
Uruguay). 


—De acuerdo con el artículo 151 del Reglamento de la Cámara de Senadores, que indica que 
«las Comisiones nombrarán de su seno, al iniciarse cada Período Legislativo, un Presidente y un 
Vicepresidente», solicito a los señores senadores que presenten candidatos para ocupar los cargos de 
presidente y vicepresidente. 


SEÑOR LORIER. - Propongo como presidente al señor senador Martínez Huelmo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor senador. 

(Se vota). 

3 en 4. Afirmativa. 

—Propongo como vicepresidente al señor senador Amorín Batlle. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

3 en 4. Afirmativa. 


La comisión va a recibir a otros invitados para seguir avanzando y probablemente la próxima 
delegación será la Asociación de Escribanos del Uruguay. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 15:28). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


